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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 140/2026/2
SENTENCIA DEFINITIVA

PARTE ACTORA: **********
AUTORIDADES DEMANDADAS: 

TITULAR DE LA DIRECCIÓN; TITULAR DE LA SUBDIRECCIÓN COMERCIAL; COORDINADOR JURÍDICO DEL ÁREA COMERCIAL; COORDINADOR DE CONTROL DE USUARIOS; INSPECTOR DE CONTROL DE USUARIOS, TODOS PERTENECIENTES A LA DIRECCIÓN DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ. 
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.
COLABORÓ: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRIGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, catorce de agosto de dos mil veintiséis.
V I S T O.- Para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 140/2026/2; y,
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito recibido el doce de febrero de dos mil veintiséis, compareció, el **********, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “**********”, S.A. de C.V., a demandar al i) Titular de la Dirección; ii) Titular de la Subdirección Comercial; iii) Coordinador Jurídico del Área Comercial; iv) Coordinador de Control de Usuarios; v) Inspector de Control de Usuarios, todos pertenecientes a la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., por la Nulidad de:
...“Resolución dictada por el ********** en su carácter de Director General de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P, el día **********, respecto a los actos administrativos relativos al procedimiento seguido en contra de mi representada, por medio del cual se resolvió a su decir la ordenes de trabajo con número ********** y Acta Circunstanciada de Verificación de Toma ejecutadas con fecha **********,  ...
... Los recibos de cobro denominados estados de cuenta emitidos por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L. en los que se pretende cobrar a mi representada ********** SA de CV, la multa y otros conceptos de la resolución y/o acuerdo de sanción correspondiente a la orden de toma dictada el día ********** en la que se resolvió las ordenes de trabajo con número ********** y Acta Circunstanciada de Verificación Toma, ejecutadas el día **********, recibos y/o estados de cuenta siguientes:

a) Estado de cuenta ********** de fecha **********, y
b) Estado de cuenta ********** de fecha **********.”
II. Tramite del Juicio. La demanda fue admitida por auto de diecinueve de febrero de dos mil veintiséis; constancias de notificación; enseguida por auto de catorce de abril de dos mil veintiséis se tuvo a las autoridades demandadas, por su parte al **********, en su carácter Director General y a la **********, en su carácter de Inspectora de Control de Usuarios, pertenecientes la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles San Luis Potosí, por contestando la demanda, se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes; posteriormente, por auto de veintiséis de mayo de dos mil veintiséis se admitió la ampliación de la demanda, constancias de notificación; por auto de treinta de junio de dos mil veintiséis se admitió la contestación a la ampliación de la demanda, y se fijó las diez horas del cinco de agosto de dos mil veintiséis para el desahogo de la audiencia de ley. 
III. Audiencia. En la fecha y hora señaladas se celebró la audiencia de este juicio, sin la asistencia de las partes; en la que se dio cuenta con las constancias del sumario, entre ellas, el escrito de demanda y el de ampliación, así como con los de contestación; en período de pruebas, se desahogaron las admitidas a las partes, y se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes por desahogar; en seguida, en período de alegatos se dio cuenta únicamente la parte actora formuló alegatos; y así, debidamente integrado el expediente en que se actúa, se citó para resolver el presente asunto; y, 
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Existencia de los actos. Los actos materia de impugnación, consistente en la i) Resolución de fecha **********, y como consecuencia, ii) los estados de cuenta ********** y **********, emitidos por las autoridades demandadas, quedó acreditada plenamente con las documentales públicas exhibidas por la actora, visible a fojas 32 a la 38 del expediente en el que se actúa, y que además se corrobora por la demandada en vía de confesión expresa, 
 toda vez que al formular su contestación de demanda reconoce la emisión de los referidos actos, documentales a las que se les da valor probatorio pleno acorde con lo dispuesto en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, 
 toda vez que se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.
En este momento cabe precisar que la Litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados, referidos con antelación. 
TERCERO. Oportunidad de la Demanda. La demanda de nulidad fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), 
 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone que: “el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será de treinta días hábiles siguientes a “al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata”; entonces, si en el presente asunto la resolución controvertida fue notificada personalmente a la actora el nueve de enero de dos mil veintiséis, quien ingreso su demanda en este Tribunal el siguiente doce de febrero del año en curso; es claro que se encuentra dentro del término de treinta días hábiles señalados en el numeral 24 en estudio; sin soslayar que respeto de la notificación en cita no hubo controversia por parte de la demandada. 

CUARTO. Legitimación. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.  
En tal sentido, la personalidad e interés jurídico de la parte actora quedó acreditada en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 visible a fojas 32 a la 38 del expediente en el que se actúa, ya que está dirigido a su persona, de lo que es inconcuso que le afecta su esfera jurídica y le asiste interés para combatir dicho acto administrativo, su personalidad se encuentra acreditada ya que compareció por conducto de ********** en su carácter de Apoderado Legal, visible a fojas 16 a la 20.
Tocante a las autoridades demandadas; por un lado, comparecieron en su representación a dar contestación a la demanda el ********** en su carácter Director General, y la ********** en su carácter de Inspectora de Control de Usuarios, pertenecientes a la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles San Luis Potosí, quienes acreditaron su calidad de cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Por otro lado, respecto a diversas autoridades demandas -Subdirectora Comercial, Coordinador Jurídico, Coordinador de Control de Usuarios, todos pertenecientes a la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles San Luis Potosí- se les tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en razón de lo acordado por auto del catorce de abril de dos mil veintiséis.
QUINTO. Causales de improcedencia. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.

Ante tales circunstancias, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la demandante.  
SEXTO. Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 6 a la 14, y 112 a 116  –escrito inicial y ampliación de demanda- los que por economía procesal no se transcriben, resultando aplicable al efecto, por analogía, el contenido  de la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Por su parte, las autoridades demandadas al momento de formular su contestación, prácticamente defendieron la legalidad de los actos impugnados.
SÉPTIMO. Estudio y Determinación Final. Una vez realizado el  estudio de los conceptos de impugnación; acorde con lo dispuesto en los artículos 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí 
 y 17 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; es necesario precisar que este asunto se analizara bajo el principio jurídico de mayor beneficio. 
 En este orden de análisis, en el referido concepto de impugnación identificado con los numerales “1” y “2”, la accionante se duele de una falta de fundamentación y motivación del procedimiento, y a juicio de la suscrita Magistrada de esta Segunda Sala Unitaria, los argumentos de agravio que hace valer la parte actora en estudio, son sustancialmente fundados, y suficientes para declarar la nulidad del acto impugnado; de acuerdo de las siguientes consideraciones:

En principio, cabe referir que al existir una resolución dentro de un procedimiento administrativo, permite a esta Sala analizar no sólo la legalidad de dicho acto, sino también las irregularidades de los actos previos que integraron el procedimiento del cual derivó la resolución, tales como la orden de trabajo No. ********** y el acta de verificación de fecha **********.

Lo anterior, porque cuando existe un acto definitivo, las violaciones cometidas durante el procedimiento pueden ser analizadas al estudiar la legalidad de la resolución final o definitiva, siempre que hayan trascendido al sentido del acto impugnado y afectado las defensas del particular.
En este orden, cabe referir que, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, todo acto de autoridad debe cumplir con las formalidades del procedimiento, además de estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

Lo anterior encuentra sustento en la tesis de jurisprudencia cuyo rubro, contenido y datos de localización se transcriben enseguida:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” 

Ahora bien, resulta necesario traer a consideración lo dispuesto por la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, especialmente lo inherente a la Inspección y Verificación del Servicio Público Urbano, lo que en su parte conducente dispone:
“LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
...

CAPITULO III

De la Inspección y Verificación del Servicio Público Urbano

ARTICULO 214. Los prestadores del servicio público urbano contarán con el personal que se requiera, con base en su propio presupuesto, para la verificación de los servicios que prestan. 

ARTICULO 215. Los prestadores de los servicios, excepto cuando se trate de concesionarios, podrán ordenar la práctica de visitas por personal autorizado para verificar: 

I. Que el uso de los servicios públicos sea el autorizado; 

II. Que el funcionamiento de las instalaciones sea acorde a lo que se disponga en la autorización concedida; 

III. El funcionamiento de los medidores y las causas de alto o bajo consumo; 

IV. El diámetro exacto de las tomas y de las conexiones de las descargas; 

V. Que no existan tomas clandestinas o derivaciones no autorizadas; 

VI. La existencia de fugas de agua; 

VII. Que las tomas o descargas cumplan con lo dispuesto en el presente Ordenamiento, y 

VIII. El cumplimiento de la ley. 

Cuando los servicios públicos sean prestados por concesionarios, en auxilio de éstos, las visitas de verificación se llevarán a cabo por el o los municipios concedentes, en el ámbito territorial de su competencia.
ARTICULO 216. Quien practique las visitas deberá identificarse y exhibir la orden escrita que funde y motive la visita. Dicha orden deberá además señalar, quién la emite, expresar el objeto o propósito de la visita y ostentar la firma autógrafa de quien la emitió, y el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida; en caso de que se ignore el nombre de la persona a visitar, se señalarán los datos suficientes del predio que permitan su identificación.
ARTICULO 217. Cuando no se pueda practicar la visita, se dejará al propietario, poseedor o a la persona con quien se entienda la diligencia, un citatorio para que espere el día y la hora que se fije, dentro de los siete días hábiles siguientes, apercibiéndolo que, de no esperar o de no permitirle la visita, se le impondrá la sanción correspondiente. 
La entrega del citatorio se hará constar por medio de acuse de recibo que firmará quien lo reciba de quien practique la visita y, en caso de que aquél se niegue, se asentará en el mismo esta circunstancia, firmando dos testigos que se identificarán con documentación oficial. 
En caso de resistencia a la práctica de la visita anunciada, ya sea de una manera franca o por medio de evasivas o aplazamientos injustificados, se levantará un acta de infracción. 
Se notificará nuevamente al infractor previendo para que, el día y la hora que al efecto se señale, permita realizar la visita con apercibimiento que, de negarse a ella, será denunciado a la autoridad competente para que, en su caso, sea consignado por el delito consistente en la desobediencia a un mandato legítimo de autoridad, en los términos del Código Penal del Estado. 
Si a pesar de la notificación anterior se impide la visita, se levantará nueva acta de infracción y se dará parte a la autoridad competente, independientemente de la aplicación de las sanciones que correspondan. 

ARTICULO 218. Cuando se encuentre cerrado un predio o establecimiento en el que deba practicarse una visita, se prevendrá a los ocupantes, encargados, propietarios o poseedores, por medio de un aviso que se fijará en la puerta de entrada, que el día y la hora que se señalen dentro de los quince días hábiles siguientes, se deberá tener abierto, con los apercibimientos de ley en caso contrario. 
En caso de predios o establecimientos desocupados o cerrados, o cuyo propietario o poseedor está ausente, se podrá dejar el citatorio con el vecino, levantándose el acta respectiva. 

ARTICULO 219. En toda diligencia de visita de verificación, se levantará acta en la que se hará constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren encontrado por los visitadores, y se dejará una copia al usuario para los efectos que procedan. Los hechos u omisiones consignados en las actas por los visitadores, harán prueba plena de su existencia. En dicha acta se deberá hacer constar la identificación de la autoridad que practicó la diligencia, y deberá requerir al interesado para que designe a dos testigos, que se identificarán con documentación oficial, en la inteligencia de que, si no designara a nadie o los designados no aceptaran fungir como tales, quien practique la diligencia los designará. 

Si el visitado o la persona con quien se haya entendido la diligencia se niegan a firmarla o a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se hará constar en la propia acta, sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma.
Cuando en el desarrollo de una visita de verificación, los visitadores conozcan hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento a las disposiciones de esta Ley, los harán constar circunstanciadamente en el acta que al efecto se levante. En la misma acta se hará mención de que el visitado cuenta con un plazo de diez días hábiles para desvirtuar los hechos u omisiones asentadas. 

Se tendrán por consentidos los hechos u omisiones asentados en el acta de visita a que se refiere el párrafo anterior, cuando el visitado no ocurra a desvirtuarlos mediante prueba idónea dentro del plazo establecido. 

Una vez transcurrido el plazo fijado en este artículo, el prestador de servicios dictará la resolución que en derecho proceda.
ARTICULO 220. Las visitas se limitarán exclusivamente al objeto indicado en la orden respectiva, y por ningún motivo podrán extenderse a objetos distintos, aunque se relacionen con el servicio de agua, salvo que se descubra accidentalmente flagrante infracción a las disposiciones de esta Ley, en cuyo caso quien realice la visita lo hará constar en el acta respectiva.

Así mismo, debe tenerse en consideración que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, regula el Procedimiento Administrativo que debe seguirse al emitir un acto como el que se analiza, y que resulta aplicable a organismos de la Administración pública Estatal; lo que se encuentra normado en los dispositivos legales que enseguida se transcriben: 

“CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

ARTÍCULO 2º. Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos.

(…)

LIBRO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
TÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES
ARTÍCULO 161. Los procedimientos que se establecen en este Libro Segundo del Código, son aplicables a: 

I. Los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal centralizada; 

II. Los actos, procedimientos y resoluciones de los organismos descentralizados de la administración pública estatal respecto de sus actos de autoridad; 

…; 

IV. Los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva, y 

TÍTULO SEGUNDO

RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I

DEL ACTO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y 

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión. 

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.

TÍTULO TERCERO
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 174. Las disposiciones de este Título se aplicarán a los actos que desarrollen las dependencias y entidades ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 
ARTÍCULO 175. La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad, audiencia, igualdad y buena fe. 

Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad.

ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada.

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.

ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisaran:

….

ARTÍCULO 179. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección solo en aquellos casos previstos en este Código u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 

III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 

IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 

V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 

VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en éste Código u otras leyes; 

IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, y 

X. Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le formulen; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.

ARTÍCULO 184. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia, y en su caso, en el presente Código para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existieren suficientes elementos de juicio para ello.

CAPÍTULO IV
TRAMITACIÓN

(…)

ARTÍCULO 188. Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento.

ARTÍCULO 189. La dependencia o entidad acordará la apertura del periodo de prueba, cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados, o cuando lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.

ARTÍCULO 191. Pone fin al procedimiento administrativo: 

I. La resolución del mismo;

…


V. La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas y

ARTÍCULO 193. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y de oficio las derivadas del mismo. 

En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin perjuicio de la potestad de la administración pública estatal o municipal de iniciar de oficio un nuevo procedimiento.

...
Capítulo VI

Visitas de Inspección y Verificación

ARTÍCULO 196. Las autoridades administrativas, para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de inspección y verificación, mismas que podrán ser ordinarias y extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo.
ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita; 

II. El lugar o zona que ha de verificarse; 

III. El objeto de la visita, 

IV. El alcance que deba tener, y 

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.

...”

De los numerales transcritos, se desprende, que las autoridades administrativas deberán ordenar por escrito las visitas de inspección y verificación, autorizando en ella al servidor público que deberá practicarla. Además, de que en dicha orden de inspección y verificación, deberá precisarse: i) nombre y firma de la persona quien la emite, ii) el objeto y alcance de la visita, iii) nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida, en caso de que se ignore el nombre de la persona a visitar, se señalarán los datos suficientes del predio que permitan su identificación; iv) lugar o zona que ha de verificarse; y v) las disposiciones legales que lo fundamenten. 

Aunado a lo anterior, y atendiendo los numerales transcritos, se desprende, que en toda visita de inspección y verificación el servidor público que la practique deberá exhibir la orden escrita que funde y motive la visita, y se limitará exclusivamente al objeto indicado en la orden respectiva, y por ningún motivo podrán extenderse a objetos distintos.
Ahora bien, la parte actora se duele de una indebida fundamentación y motivación del procedimiento, en virtud de que la autoridad demandada –Inspectora de Control de Usuarios, pertenecientes a la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles San Luis Potosí-, en ningún momento exhibió ni dejó copia de la orden de trabajo ********** (acto de origen), alegando que no se cumplió debidamente con las exigencias de legalidad del procedimiento que le eran aplicables.
Siguiendo este orden de ideas, la propia autoridad demandada –Inspectora de Control de Usuarios, pertenecientes a la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles San Luis Potosí-, al momento de rendir su contestación, manifestó lo siguiente:

...”III y IV.- Es cierto lo mencionado por la parte actora en los correlativos que se contestan, pues siendo las 12:42 doce horas y cuarenta y dos minutos del día 30 de diciembre de 2026, la suscrita **********, en mi carácter de Inspectora en el Departamento de Control de Usuarios, atendiendo la orden de trabajo No. ********** de fecha **********, me presente en el domicilio con dirección de ********** a fin de verificar la toma de agua que abastece al domicilio de la empresa que ahora sé que se denomina ********** S.A. DE C.V. con nombre comercial ********** y que se encuentra frente a la cuenta número **********, dentro de un predio grande con localización **********, que alberga tres establecimientos, dos que pertenecen al ********** y el tercero que corresponde a la parte actora y que es motivo del presente Juicio, entrevistándome con el ********** quien dijo ser el Gerente del Negocio y a quien exhibo la orden de trabajo la cual lleve de manera digital en un dispositivo denominado tableta, como se observa de la imagen de captura de pantalla que se inserta como numero 1...”
(Visible a foja 57)
Aunado a lo anterior, y para una mejor referencia sobre la orden de trabajo No. ********** de fecha **********, se digitaliza enseguida:
(IMAGEN)
Ahora bien, atendiendo a lo manifestado por las autoridades demandas, y del análisis del contenido del acto de origen –orden de trabajo/inspección y verificación-, se advierte que la orden combatida (acto de origen) no cumple con las exigencias de legalidad dispuesto en los artículos 214, 215, 216, y demás aplicables de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, así como lo dispuesto de manera supletoria en los artículos 164, 165, 196, 197 y demás aplicables al Código Procesal Administrativo del Estado, los cuales ya han quedado precisados supralineas.
Lo anterior, toda vez que la orden de trabajo No. ********** debió ser expedida por escrito y firmada por la autoridad competente, además debió precisar: i) nombre y firma de la persona quien la emite, ii) el objeto y alcance de la visita, iii) nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida, en caso de que se ignore el nombre de la persona a visitar, se señalarán los datos suficientes del predio que permitan su identificación; iv) lugar o zona que ha de verificarse; y v) las disposiciones legales que lo fundamenten.
Por lo anteriormente expuesto, es inconcuso que la orden de trabajo No. ********** de fecha ********** resulta ilegal, y al ser el origen de los posteriores actos relacionados, es decir del i) Acta Circunstanciada de Verificación de Toma de fecha; de la ii) Resolución de fecha **********; del iii) Estado de cuenta ********** de fecha **********; y del Estado de cuenta ********** de fecha **********, dichos actos quedan igualmente viciados, al depender de un acto de origen inválido.
Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio jurisprudencial, que a la letra dice:
 “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Registro digital: 252103. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Séptima Época. Materia(s): Común. Fuente: Semanario Judicial de la  Federación. Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280. Tipo: Jurisprudencia”
A la luz de las anteriores consideraciones, es incuestionable que las autoridades demandadas, emitieron actos violatorios a los derechos y garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica  debido proceso establecidos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales; y a la normatividad que fue materia de estudio en esta sentencia, supralineas citada; por tanto; esta Segunda Sala Unitaria concluye, que se ubica en la causal de ILEGALIDAD E INVALIDEZ prevista por el artículo 250 fracción II, III y IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; 
 y acorde con lo dispuesto por el artículo 251 del citado ordenamiento legal,  
 conlleva a determinar SU NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno. 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I, III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,
R E S U E L V E:
PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO. Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, consistente en la resolución de fecha **********; y en el estado de cuenta ********** de fecha **********; y el estado de cuenta ********** de fecha **********, así como de los actos de origen; y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL, y de las consecuencias que de éstos se deriven, de acuerdo con los razonamientos precisados en el Considerando Séptimo de la presente sentencia.

TERCERO. Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.  
� ARTÍCULO 78. Sólo se tomará en cuenta la confesión de las partes cuando se encuentre contenida en sus escritos de demanda y de contestación, de ampliación de demanda y de contestación a la misma; así como las reglas de la confesional, cuando sean necesarias para el desahogo de otras probanzas. 


� ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado…


ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.  


ARTÍCULO 91. Son documentos públicos, todos aquellos que sean expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Son documentos privados los que no cumplan con la condición anterior.


� ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos...;


� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de u n grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. .


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





� “ARTÍCULO 252. (…)


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





� DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y AQUELLAS CON FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017) … Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que a la entrada en vigor de la adición al artículo 17, tercer párrafo, contenida en el Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 16, 17 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución de Fondo del Conflicto y Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, todas las autoridades judiciales y aquellas con atribuciones materialmente jurisdiccionales del país deben privilegiar la resolución de fondo de los conflictos sometidos a su potestad sobre los formalismos procedimentales, siempre y cuando no se afecte la igualdad entre las partes. Lo anterior, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos no establezcan expresamente dicha cuestión. … – tesis de Jurisprudencia, localizable en el Registro digital: 2023741, Instancia: Segunda Sala, Undécima Época Materias(s): Constitucional Tesis: 2a./J. 16/2021 (11a.)-


� Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable de acuerdo a los datos y rubro siguientes: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175.





� Octava Época Registro: 216534 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Núm. 64, Abril de 1993 Materia(s): Administrativa Tesis: VI. 2o. J/248 Página: 43 





� ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: ... II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; ... IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. 
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